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Acciones de tutela instauradas por 

varias personas privadas de la libertad, 

o en representación de estas. 

 

11. Conclusión y resumen de la decisión 

 

En el presente caso la Sala de Revisión tuvo que estudiar dos problemas 

jurídicos principales, con relación a los derechos fundamentales de las personas 

recluidas en seis establecimientos del Sistema penitenciario y carcelario 

nacional (el Complejo Carcelario y Penitenciario y Metropolitano de Cúcuta, la 

Cárceles de la Tramacúa de Valledupar, la Cárcel Modelo de Bogotá, la Cárcel 

Nacional Bellavista de Medellín, la Cárcel San Isidro de Popayán y el 

establecimiento penitenciario y carcelario de Barrancabermeja).1 Algunos de 

los reclamos hacen referencia a problemas estructurales del Sistema 

penitenciario y carcelario en general y otros a cuestiones concretas de los 

centros de que se trata.   

 

El primero2 es un problema jurídico ya resuelto por la jurisprudencia 

constitucional en el pasado (sentencia T-153 de 1998). El someter a las personas 

privadas de la libertad a condiciones de reclusión indignas y violatorias de los 

                                           
1 A saber:  (i) ¿Violan las autoridades acusadas por los diferentes accionantes (la Presidencia y el 

Congreso de la República, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el INPEC, las autoridades de cada 

centro de reclusión, los jueces de ejecución de penas y medidas y los fiscales), los derechos 

fundamentales de las personas privadas de la libertad, en especial a la dignidad humana, a la vida, a 

la salud y a la resocialización, en razón a las deplorables condiciones de reclusión, ocasionadas, en 

especial, por el grave hacinamiento que atraviesan estas instituciones, a pesar de que tal situación de 

los centros penitenciarios y carcelarios es un asunto estructural que no le compete específicamente a 

ninguna de las autoridades acusadas?   (ii) ¿debe un juez de tutela tomar medidas de protección 

concretas y específicas ante la solicitud de una persona privada de la libertad, por las violaciones a 

las cuales está siendo sometida en la actualidad –debido a la crisis que atraviesa el sistema 

penitenciario y carcelario–, a pesar de que la Corte Constitucional ya se había pronunciado en el 

pasado al respecto, en una sentencia en la que declaró el estado de cosas inconstitucional e impartió 

órdenes de carácter general? 
2 A saber:  ¿Violan las autoridades acusadas por los diferentes accionantes (la Presidencia y el 

Congreso de la República, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el INPEC, las autoridades de cada 

centro de reclusión, los jueces de ejecución de penas y medidas y los fiscales), los derechos 

fundamentales de las personas privadas de la libertad, en especial a la dignidad humana, a la vida, a 

la salud y a la resocialización, en razón a las deplorables condiciones de reclusión, ocasionadas, en 

especial, por el grave hacinamiento que atraviesan estas instituciones, a pesar de que tal situación de 

los centros penitenciarios y carcelarios es un asunto estructural que no le compete específicamente a 

ninguna de las autoridades acusadas?    
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derechos fundamentales más básicos, es una conducta proscrita del estado social 

y democrático de derecho. Tener en condiciones de hacinamiento y de 

indignidad a la mayoría de personas en el sistema penitenciario y carcelario 

colombiano constituye a la luz de la jurisprudencia constitucional, un estado de 

cosas que es contrario al orden constitucional vigente y que, por tanto, debe ser 

superado por las autoridades competentes, ejerciendo las competencias que se 

tienen para ello en democracia, dentro de un plazo de tiempo razonable, y de 

manera transparente y participativa. No obstante, el hecho de que en el pasado 

la jurisprudencia constitucional ya se hubiera pronunciado al respecto implica 

a su vez un nuevo problema jurídico, planteado en varios de los casos 

seleccionados.3 

 

Ahora bien, en relación con el segundo problema jurídico4, la Sala considera 

que la Corte Constitucional carece de competencia para conocer del 

cumplimiento de una sentencia de finales del siglo pasado (de hace década y 

media), que en ocasiones anteriores entendió parcialmente cumplida. Si bien 

existen parecidos y similitudes entre el estado de cosas de 1998 y el actual, se 

trata de contextos y supuestos fácticos diferentes. Por ejemplo, mientras en 1998 

la situación era de abandono, en el momento actual no. La situación de 

hacinamiento que atraviesa el Sistema penitenciario y carcelario ha alcanzado 

niveles similares a los de aquella época, pero las causas que explican esta 

situación difieren en parte de las que fueron constatadas en la sentencia T-153 

de 1998.  Desde entonces y hasta el día de hoy, el Estado ha hecho importantes 

inversiones en la infraestructura carcelaria, pese a lo cual  en la actualidad se ha 

regresado a los niveles dramáticos de hacinamiento y vulneración de derechos 

fundamentales de aquellos años en que se produjo la primera declaratoria de 

estado de cosas inconstitucional en el sistema penitenciario y carcelario del país.  

Por tanto, en esta oportunidad se reiterará la decisión adoptada previamente en 

Autos, en los que se respondieron solicitudes de que se iniciara un proceso de 

cumplimiento de aquella sentencia.   
  

La Sala considera que el estado de cosas del sistema carcelario constatado en 

1998 no es igual al que atraviesa actualmente, por lo que requiere un análisis 

propio e independiente. Así lo demuestra la información acerca de la situación 

del Sistema penitenciario y carcelario colombiano suministrada y recopilada 

por la Corte, que se incluye como anexo de esta providencia, con fundamento 

en la cual constata la existencia de un estado de cosas inconstitucional en el 

sistema carcelario colombiano. 

 

Con fundamento en este diagnóstico, y examinados los casos concretos 

                                           
3 Ver por ejemplo, las acciones de tutela en contra de la cárcel de San Isidro en Popayán.  
4 A saber: ¿debe un juez de tutela tomar medidas de protección concretas y específicas ante la 

solicitud de una persona privada de la libertad, por las violaciones a las cuales está siendo sometida 

en la actualidad –debido a la crisis que atraviesa el sistema penitenciario y carcelario–, a pesar de 

que la Corte Constitucional ya se había pronunciado en el pasado al respecto, en una sentencia en la 

que declaró el estado de cosas inconstitucional e impartió órdenes de carácter general? 
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sometidos a su consideración, la Sala adopta las siguientes decisiones: 

 

11.1. Se declara que el Sistema penitenciario y carcelario se encuentra 

nuevamente en un estado de cosas inconstitucional, por cuanto (i) los derechos 

constitucionales de las personas privadas de la libertad son violados de manera 

masiva y generalizada;  (ii) las obligaciones de respeto, protección y garantía, 

derivadas de tales derechos, han sido incumplidas de forma prolongada; (iii) el 

Sistema ha institucionalizado prácticas claramente inconstitucionales, dentro de 

su funcionamiento cotidiano; (iv) hay una ausencia notoria de medidas 

legislativas, administrativas y presupuestales que se requieren con urgencia;  (v) 

la solución de los problemas estructurales compromete la intervención de varias 

entidades, que deben realizar acciones complejas y coordinadas; y, finalmente,  

(vi) si todas las personas privadas de la libertad que se ven enfrentadas al mismo 

estado de cosas presentaran acciones de tutela (u otros mecanismos de defensa 

de sus derechos), tal como lo hicieron los accionantes de las tutelas acumuladas 

en esta oportunidad, el sistema judicial se congestionaría aún más de lo que está 

ocurriendo. 

 

11.2. El estado de cosas inconstitucional en el que se encuentra nuevamente el 

Sistema penitenciario y carcelario tiene una de sus principales causas en 

dificultades y limitaciones estructurales de la política criminal en general a lo 

largo de todas sus etapas, no solamente en su tercera fase: la política carcelaria. 

Existen indicios y evidencias del recurso excesivo al castigo penal y al encierro, 

lo cual genera una demanda de cupos para la privación de la libertad y de 

condiciones de encierro constitucionalmente razonables, que es insostenible 

para el Estado.  

 

11.3. El juez de tutela no puede renunciar al cumplimiento de sus obligaciones, 

no tomar acciones frente a una violación o amenaza probada; por lo menos debe  

(i) verificar la violación a los derechos alegada;  (ii) declarar que esta ocurre, 

en caso de que así se haya constatado; así como  (iii) informar y comunicar la 

situación. Esto es especialmente cierto tratándose de personas privadas de la 

libertad, en virtud de la situación de sujeción en la que se encuentran, y máxime 

cuando están sobrellevando una situación de extrema injusticia derivada del 

incumplimiento de las obligaciones de respeto, garantía y protección que le 

asisten al Estado frente a quienes se encuentran en tal condición. En este 

contexto, al juez de tutela le asiste la facultad y el deber de asumir una actitud 

más oficiosa y activa cuando el amparo es invocado por personas que, por sus 

particulares circunstancias, ven limitados sus derechos de defensa, como ocurre 

con las personas recluidas en establecimientos penitenciarios y carcelarios. En 

tales circunstancias, corresponde al juez analizar el caso más allá de lo alegado 

por el accionante y, de encontrar mérito para ello, otorgando el amparo de 

derechos que no han sido invocados de manera expresa pero cuya violación se 

evidencia en el caso concreto, emitiendo las órdenes necesarias para garantizar 

el goce efectivo de los derechos conculcados.  
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11.4. Las facetas prestacionales de un derecho fundamental son, 

excepcionalmente, de aplicación inmediata y, usualmente, de realización 

progresiva, en cuyo caso, las personas tienen, por lo menos, el derecho 

constitucional a que exista un plan escrito, público, orientado a garantizar 

progresiva y sosteniblemente el goce efectivo del derecho, sin discriminación y 

con espacios de participación en sus diferentes etapas, que, en efecto, se esté 

implementando. La violación o la amenaza de las facetas prestacionales de 

realización progresiva suelen demandar del juez de tutela que se impartan 

órdenes complejas, que busquen la efectividad de los derechos, respetuosas de 

las competencias democráticas y administrativas constitucionalmente 

establecidas, que sean prudentes y abiertas al diálogo institucional. La 

valoración que se haga a partir de los parámetros que se ocupen de la estructura, 

del proceso y de los resultados de la política pública de la cual dependa el goce 

efectivo del derecho fundamental que se busca proteger con la orden compleja, 

determinarán si hay un nivel de cumplimiento alto, medio, bajo, o, simplemente, 

de incumplimiento. El nivel que se haya alcanzado, determinará cuál debe ser 

la respuesta del juez; a mayor nivel de cumplimiento, menor debe ser la 

respuesta judicial, o sencillamente ninguna, y a menor nivel de cumplimiento, 

mayor y más estricta, debe ser la respuesta judicial, con miras a asegurar el goce 

efectivo de la faceta prestacional del derecho fundamental que haya sido 

tutelado. 

 

11.5. Un Estado social y democrático de derecho, bajo ninguna circunstancia, 

puede imponer barreras u obstáculos infranqueables o considerables al acceso 

a los servicios de salud de las personas privadas de la libertad. Cuando el 

Sistema penitenciario y carcelario está deteriorado o en un estado de cosas 

contrario al orden constitucional (porque, por ejemplo, no cuenta con 

infraestructura adecuada y suficiente, está sobrepoblado, ofrece mala 

alimentación, no ocupa, educa ni brinda la posibilidad de realizar ejercicios 

físicos o actividades de esparcimiento a las personas y, en cambio sí, las expone 

a riesgos de violencia que pueden afectar su integridad personal o su vida 

misma), no garantizar el acceso a los servicios de salud es una violación grosera 

y flagrante del orden constitucional vigente. En estas condiciones se comete una 

doble violación: por una parte, el Sistema penitenciario y carcelario desprotege 

el derecho a la salud, al dejar de tomar acciones y medidas orientadas a superar 

las afecciones a la salud de las personas privadas de la libertad; pero a la vez lo 

irrespeta, por cuanto emprende acciones (recluir a una persona en condiciones 

extremas, insalubres y no higiénicas) que privan del grado de salud que tenían. 

No se les asegura gozar de un mejor grado de salud y, además, se les arrebata 

el que tenían. 

 

11.6. No garantizar el derecho al agua a personas privadas de la libertad, para 

su aseo, implica una grave violación a este derecho y a la dignidad humana, así 

como a los derechos en conexidad, como la salud, la alimentación, la integridad, 
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a un ambiente sano e incluso la vida. Si se trata de restricciones claramente 

irrazonables y desproporcionadas, constituirán, además, una trato cruel, 

inhumano y degradante. 

 

11.7. Los Establecimientos penitenciarios y carcelarios deben encargase de 

tomar medidas adecuadas y necesarias, para asegurar la efectiva reinserción 

social de aquellas personas marginadas y excluidas socialmente por su 

condición socioeconómica, que se encuentren privadas de la libertad, 

independientemente de si son condenadas o sindicadas. 

 

11.8. En un estado de cosas contrario al orden constitucional vigente, como el 

que atraviesa actualmente el Sistema penitenciario y carcelario, las personas no 

adquieren un derecho constitucional subjetivo a ser excarceladas, sino a que se 

diseñen e implementen políticas criminales y carcelarias favorables a la libertad 

y sostenibles en el tiempo –entre otras características mínimas–, a las cuales se 

deberá tener acceso, sin discriminación alguna. 

 

11.9. Sólo en aquellos casos en los que excepcionalmente, se cuente con una 

evidencia clara y contundente de que un establecimiento amenaza grave e 

inminentemente la dignidad humana y los derechos de las personas, y que no es 

posible reparar o evitar esta situación de ninguna manera, se podrá considerar 

la extrema decisión de decretar el cierre de un establecimiento penitenciario y 

carcelario o de un lugar de reclusión. La regla de cierre podrá ser definitiva, 

hasta tanto se asegure el respeto a la dignidad humana y al goce efectivo de los 

derechos fundamentales.  

 

11.10. En aquellos casos en los que se esté enfrentando una situación de 

hacinamiento grave y evidente, y hasta tanto no se disponga una medida que 

asegure una protección igual o mayor por parte de las autoridades penitenciarias 

y carcelarias competentes, se deberá aplicar una regla de equilibrio decreciente, 

esto es, que sólo se puede autorizar el ingreso de personas al centro de reclusión 

si  (i) el número de personas que ingresan es igual o menor al número de 

personas que salgan del establecimiento de reclusión, durante la semana 

anterior, por la razón que sea (por ejemplo, a causa de un traslado o por obtener 

la libertad), y  (ii) el número de personas del establecimiento ha ido 

disminuyendo constantemente, de acuerdo con las expectativas y las 

proyecciones esperadas. La regla de equilibrio decreciente deberá aplicarse 

hasta tanto cese el hacinamiento y el establecimiento no se encuentre ocupado 

más allá de su capacidad total. A partir de este momento se deberá aplicar 

estrictamente la regla de equilibrio, la cual no requiere que continúe 

disminuyendo el número de personas recluidas, sino que se adopten las medidas 

adecuadas y suficientes para evitar regresar al estado de hacinamiento y 

mantener un nivel de ocupación que garantice condiciones de reclusión dignas 

para todas las personas. 
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III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Primera de Revisión de la Corte 

Constitucional, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de 

la Constitución, 

 

RESUELVE: 
 

Primero.- RECHAZAR las solicitudes ciudadanas y judiciales de que esta 

Sala de Revisión retome la competencia del proceso que dio lugar a la sentencia 

T-153 de 1998, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente 

sentencia. 

 

Segundo.- DECLARAR que el Sistema penitenciario y carcelario nuevamente 

está en un estado de cosas contrario a la Constitución Política de 1991, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

Tercero.- ORDENAR al Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Justicia 

y del Derecho y al INPEC que convoque al Consejo Superior de Política 

Criminal para que continúe tomando las medidas adecuadas y necesarias para 

superar el estado de cosas inconstitucional penitenciario y carcelario, teniendo 

en cuenta, de forma preponderante, los parámetros establecidos en el capítulo 

(8) y el apartado (10.3.) de las consideraciones de la presente sentencia.  

 

Para verificar el cumplimiento de esta orden, el Gobierno Nacional, en 

compañía del Consejo Superior de Política Criminal deberá remitir dos 

informes a esta Sala de Revisión, así: (i) El primer informe será remitido en dos 

(2) meses contados a partir de la notificación de la presente sentencia, 

informando cuál ha sido el cumplimento de las ordenes de  aplicación 

inmediata, en general y particularmente en las seis cárceles que fueron objeto 

de alguna de las acciones de tutela de la referencia, e igualmente precisar cómo 

serán aplicadas las reglas de equilibrio y equilibrio decreciente, tal como fueron 

descritas en la parte motiva de esta sentencia, y las medidas complementarias 

que se adoptarán para asegurar la correcta implementación de las mismas. (ii) 

El segundo informe se deberá presentar en dos (2) años contados a partir de la 

notificación de la presente sentencia, informando cuál ha sido el cumplimiento 

de las órdenes complejas de realización progresiva, en general y particularmente 

en las seis (6) cárceles que fueron objeto de alguna de las acciones de tutela de 

la referencia. 

 

El cumplimiento de esta orden deberá atender los siguientes parámetros: (i) los 

informes requeridos deberán incorporar los parámetros de estructura, proceso y 

resultado, según lo previsto en el numeral 8.1.2.3. de esta providencia, así como 

indicadores de goce efectivo del derecho y niveles de cumplimiento alcanzados. 

(ii) El Ministerio de Justicia y del Derecho, deberá remitir copia de los informes 
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a la Procuraduría General de la Nación, a la Defensoría del Pueblo y a la 

Contraloría General de la República, al mismo tiempo que a esta Corporación, 

para que estas entidades puedan ejercer sus competencias de control respecto al 

cumplimiento de las órdenes impartidas en esta providencia. (iii) En cualquier 

caso, las reglas de equilibrio y equilibrio decreciente deberán estar en plena 

vigencia dos (2) años después de notificada la presente sentencia, de modo tal 

que la Corte pueda examinar su ejecución en el momento en que se envíe a esta 

Corporación el segundo de los informes a los que se refiere el párrafo anterior.  

 

Cuarto.- ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación y a la Defensoría 

del Pueblo que se hagan partícipes del proceso de cumplimiento de lo dispuesto 

en esta providencia. Deberán vigilar que en el proceso de cumplimento de la 

sentencia se sigan, efectivamente todas y cada una de las órdenes impartidas, 

tanto las generales como las específicas de cada caso. Verificarán que en el 

proceso de cumplimiento se tengan en cuenta todos y cada uno de los 

parámetros fijados en la presente sentencia, en los capítulos 7, 8, 9, 10 y 11. 

INVITAR a participar dentro de este proceso de seguimiento y veeduría al 

cumplimiento de la sentencia a la Contraloría General de la República. 

 

Quinto.- ORDENAR al Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Justicia 

y del Derecho, así como al INPEC –tanto nacional como regionalmente– y a 

cada una de las autoridades de los Establecimientos penitenciarios y carcelarios 

objeto de alguna de las tutelas de la referencia, suministrar a la Procuraduría 

General de la Nación, a la Defensoría del Pueblo y al Contraloría General de la 

República, toda la información que requieran para hacer el seguimiento al 

cumplimiento de la presente sentencia. Asimismo, se les deberá permitir 

ingresar a los respectivos recintos, sin necesidad de cita previa, pero sin omitir 

las correspondientes medidas de seguridad, para que puedan ejercer su función 

de vigilancia y control. 

 

Sexto.- COMUNICAR la presente decisión a las Alcaldías de los municipios 

en los que se encuentran ubicadas cada una de las seis (6) cárceles, y a las 

respectivas Secretarias de Salud municipal o distrital, según sea el caso, para 

que se vinculen al proceso de cumplimiento de la presente sentencia, pudiendo 

participar de veedores y garantes de su cabal cumplimiento y ejecución. 

 

Séptimo.- Dentro del proceso T-3526653, REVOCAR la sentencia de la Sala 

Civil y de Familia del Tribunal Superior de Cúcuta de segunda instancia que 

había negado la solicitud por hecho superado y, en su lugar, CONFIRMAR la 

sentencia de primera instancia proferida por el Juez 7° Civil del Circuito de 

Cúcuta, mediante la cual se tutelaron los derechos fundamentales del señor 

Pedro Antonio Sandoval, recluido en la Torre 2A de la Cárcel de Cúcuta 

[Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta, COCUC]. En 

consecuencia, se reitera la decisión del juez de primera instancia, en el sentido 

de ordenar al INPEC Cúcuta y al Complejo Carcelario y Penitenciario 
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Metropolitano de Cúcuta, COCUC, cumplir las recomendaciones dadas por las 

autoridades municipales de Salud, la Defensoría del Pueblo y la Personería 

Municipal, y adoptar las medidas que correspondan para asegurar el goce 

efectivo de los derechos invocados por el accionante, y las demás personas 

recluidas en condiciones similares. En cualquier caso, las medidas ordenadas 

por el juez de primera instancia, deberán implementarse en el término máximo 

de dos (2) meses, a partir de la notificación de esta providencia. 

 

Adicionalmente, para garantizar los derechos fundamentales de las personas 

recluidas en este establecimiento carcelario, se deberá dar cumplimiento a las 

órdenes que, con carácter general, se imparten en los ordinales décimo tercero 

a décimo octavo de esta providencia. 

 

Octavo.– Dentro del proceso T-3535828, REVOCAR la sentencias del 

Juzgado 3° Penal del Circuito de Valledupar y de la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Valledupar, que negaron la acción de tutela y, en su lugar, 

TUTELAR los derechos a la dignidad humana, al agua, a la integridad 

personal, a la salud y a un ambiente sano de los 71 accionantes y de las demás 

personas allí recluidas.  

 

Para proteger los derechos en cuestión, se impartirán las siguientes órdenes 

específicas, además de las que, con carácter general, están contenidas en los 

ordinales décimo tercero a décimo octavo de esta providencia:  
 

(1) Ordenar a la Alcaldía Municipal que, a través de la Secretaría de Salud, y 

junto a la Defensoría del Pueblo, a la Procuraduría General de la Nación y a la 

Personería Municipal, visiten las instalaciones de la Cárcel La Tramacúa 

dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la presente sentencia, 

para constatar las condiciones de goce efectivo de acceso al agua, alimentación, 

higiene, salubridad y manejo de las aguas negras. Las entidades mencionadas 

deberán presentar un informe escrito al Ministerio de Justicia y del Derecho, al 

Juez de primera instancia y a esta Sala de Revisión, dentro de los cinco (5) días 

siguientes a la visita, en el que se efectúe un diagnóstico de la situación actual 

e informe si se han adoptado medidas para garantizar el goce efectivo de los 

derechos; asimismo, proponer las medidas adecuadas y necesarias que deben 

adoptarse con carácter urgente para mitigar el impacto del estado de cosas 

inconstitucional y aquellas que, a mediano o largo plazo, deberían adoptarse 

para superar definitivamente el problema. Tales medidas deberán ser 

implementadas, siendo responsables de ello la Dirección General del INPEC y 

la Dirección de la Cárcel La Tramacúa. 

 

(2) A fin de prevenir que los problemas generales de hacinamiento lleguen a 

este Establecimiento, se ordena a la Dirección de la Cárcel La Tramacúa que 

no supere la capacidad máxima de cupos dispuestos. Para tal efecto,  no se 

podrá trasladar personas de otros centros de reclusión, por ejemplo, si la 

capacidad máxima ya fue alcanzada. A partir de tal momento se deberá aplicar 

la regla de equilibrio (tal como fue expuesta en las consideraciones de la 
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presente sentencia), para impedir que el Establecimiento supere su capacidad 

permitida.   

 

(3) Si en un término de dos (2) años, contados a partir de la notificación de la 

presente sentencia, no se han tomado las medidas adecuadas y necesarias para 

solucionar los problemas estructurales de suministro y acceso al agua en 

condiciones dignas a La Tramacúa, la cárcel deberá ser cerrada temporalmente, 

hasta tanto el problema de aguas sea resuelto, tiempo durante el cual las 

personas recluidas en este Establecimiento penitenciario deberán ser 

reubicadas, en condiciones dignas, en el lugar más cercano a la residencia de 

sus familiares y personas allegadas que, en aplicación de las reglas de equilibrio 

y equilibrio decreciente, ofrezca las condiciones de reclusión apropiadas.  

 

(4) Se ordena a la Dirección General del INPEC y a la Dirección de la Cárcel 

La Tramacúa, que, en el término de tres (3) meses después de notificada esta 

sentencia, coordinen con la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría de la 

Nación un medio efectivo de denuncia de los actos que ocurren en la Cárcel, 

para que, paralelamente a las investigaciones de la Fiscalía, éstos órganos 

puedan tomar las medidas de protección del derecho y disciplinarias que 

correspondan. Vencido el término, deberán informar por escrito al juez de 

primera instancia y a esta Sala de Revisión, el mecanismo acordado para 

canalizar las denuncias. 

 

(5) Se ordena a las autoridades de la Cárcel La Tramacúa que respeten, protejan 

y garanticen los derechos fundamentales a las personas privadas de la libertad 

de manera integral, y no se adopten medidas sancionatorias o castigos que 

puedan implicar violar el derecho de acceso al agua, a la comida o al descanso. 

Se debe garantizar el derecho de reunión con el abogado defensor en 

condiciones que aseguren los derechos al debido proceso y a la defensa, al igual 

que el derecho a la protesta pacífica de las personas que se encuentran privadas 

de la libertad. Toda actuación carcelaria debe estar inspirada y respetar el 

principio de dignidad humana. 

 

Noveno.- Dentro del proceso T-3554145, CONFIRMAR las sentencias 

proferidas en primera y segunda instancia, por la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá y la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, 

respectivamente y, en consecuencia, tutelar los derechos fundamentales del 

señor el señor Jhon Mario Ortiz Agudelo. Dentro del proceso T-3647294, 

REVOCAR la decisión de no tutelar los derechos del señor Wilfredo Mesa 

Rosero, proferida en primera y segunda instancia por la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá, y en su lugar, tutelar los derechos fundamentales del 

accionante y demás personas recluidas en la Cárcel Modelo de Bogotá.  En 

ambos casos se tutelan, por violación o amenaza, los derechos a la dignidad 

humana, a la vida, a no ser sometidos a tratos crueles, inhumanos y degradantes, 

a la integridad personal, física y psíquica, al agua, a la salud, a no ser sometidos 

a condiciones climáticas extremas o condiciones insalubres y sin higiene, a 

recibir una alimentación adecuada y suficiente y a contar con actividades que 

permitan poder ocupar el tiempo (trabajo, educación y recreación), dentro de un 
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proceso de resocialización.  

 

Para proteger los derechos en cuestión, se impartirán las siguientes órdenes 

específicas, además de las que, con carácter general, se imparten en los 

ordinales décimo tercero a décimo octavo de esta providencia:  

 
(1) Se reiteran las órdenes impartidas por la Sentencia de la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá, dictada dentro del proceso de tutela adelantado por el señor 

Ortiz Agudelo [Expediente T-3554145].  

(2) Se ordena al INPEC y a la Dirección de la Cárcel Modelo de Bogotá acoger las 

recomendaciones que le hiciera la Secretaria de Salud Distrital frente al tema de 

salubridad de los comedores, debiendo dentro del mismo plazo de un (1) mes, 

reabrirlos en las condiciones fijadas por dicho organismo.   

(3) Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 

providencia, los señores Wilfredo Mesa Rosero y Jhon Mario Ortiz Agudelo 

deberán ser valorados médicamente. Acto seguido, se deberán tomar las medidas 

adecuadas y necesarias para garantizar el acceso a los servicios de salud que se 

requieran con necesidad. El INPEC, el Gobierno Nacional –a través de su 

Ministerio de Justicia y del Derecho– y la Dirección de la Cárcel Modelo de 

Bogotá, responderán solidariamente por el cumplimiento de esta orden. 

 

Décimo.- Dentro del proceso T-3645480, confirmar la decisión de instancia de 

la Sala de Decisión Constitucional del Tribunal Superior de Medellín del nueve 

(9) de agosto de dos mil doce (2012), en el sentido de tutelar los derechos 

fundamentales del señor Víctor Alonso Vera a su dignidad, a su salud y a no ser 

sometido a tratos crueles, inhumanos o degradantes. En tal virtud, se disponen 

las siguientes órdenes específicas, además de las que, con carácter general, se 

imparten en los ordinales décimo tercero a décimo octavo de esta providencia:  

 
(1) Se reiteran las órdenes impartidas por la Sala de Decisión Constitucional 

del Tribunal Superior de Medellín, dictada dentro del proceso de tutela 

adelantado por el señor Víctor Alonso Vera [Expediente T-3645480].  

(2) Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 

providencia se deberán adoptar las medidas adecuadas y necesarias para 

que el señor Víctor Alonso Vera y demás personas que se encuentran 

durmiendo en los baños del centro carcelario puedan pernoctar en un 

espacio adecuado y se les garantice una dotación de colchón, cobija, sábana 

y almohada. Asimismo, tanto el accionante como aquellas personas que 

comparten sus mismas condiciones de reclusión y que así lo soliciten, 

deberán ser valorados médicamente. Acto seguido, se deberán tomar las 

medidas adecuadas y necesarias para garantizar el acceso a los servicios de 

salud que se requieran con necesidad. El INPEC, el Gobierno Nacional –a 

través de su Ministerio de Justicia y del Derecho– y la Dirección de la 

Cárcel de Bellavista responderán solidariamente por el cumplimiento de 

esta orden. 

 

Décimo primero.- Dentro de los procesos T-375561, T-3759881, T-3759882, 

revocar las respectivas decisiones de instancia comprendidas en las sentencias 

del  tres (3) y veinticuatro (24) de octubre de dos mil doce (2012), de la Sala 
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Civil y Familia del Tribunal Superior de Popayán], y en su lugar, tutelar los 

derechos a la dignidad humana, la vida e integridad personal y el debido proceso 

de Luis Enrique Leal Sosa, Omar Rolando Herrera Nastacuas, Jhon Jairo 

Cifuentes Ul. Dado que en el presente caso la vulneración de derechos 

fundamentales de los accionantes se deriva de las condiciones estructurales en 

las que se encuentra el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y 

Mediana Seguridad de Popayán, San Isidro, para hacer cesar la vulneración de 

los derechos de los accionantes y demás personas allí recluidas, el objeto 

material de protección consistirá en ordenar a la Dirección de este 

Establecimiento el cumplimiento de las órdenes que, con carácter general, se 

imparten en los ordinales décimo tercero a décimo octavo de esta providencia. 

 

Décimo segundo.- Dentro del proceso T-3805761, revocar la sentencia de la 

Sala Penal del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Bucaramanga, que 

resolvió negar por improcedente la acción de tutela interpuesta por el Defensor 

del Pueblo Regional del Magdalena Medio, en Defensa de las personas 

recluidas en prisión. En su lugar, se resuelve tutelar los derechos fundamentales 

de las personas que se encuentran recluidas en el Establecimiento penitenciario 

de Barrancabermeja, en cuyo nombre se interpuso este amparo, para lo cual se 

impartirán las siguientes órdenes específicas, que deberán ser cumplidas dentro 

de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, 

además de las que, con carácter general, se establecen en los ordinales décimo 

tercero a décimo octavo de esta sentencia:  

 
(1) Se deberán tomar medidas de protección inmediata, si no se ha hecho aún, para 

garantizar el acceso a los servicios de salud que requieran con necesidad los 

señores Padilla y Elmer Restrepo (recluidos en el Patio número 1 al momento de 

interposición de la acción de tutela), Carlos Julio Cadena (recluido en el Patio 

Número 2) Héctor Cortez (recluido en el Patio Número 3). El INPEC, el Gobierno 

Nacional –a través de su Ministerio de Justicia y del Derecho– y la Dirección del 

Establecimiento Penitenciario de Barrancabermeja, responderán solidariamente 

por el cumplimiento de esta orden. 

 

(2) Adoptar las medidas adecuadas y necesarias para el mejoramiento de las 

condiciones de la Guardia. Corresponderá a la Defensoría del Pueblo, la 

Procuraduría General de la Nación y la Personería verificar que el Establecimiento 

penitenciario de Barrancabermeja tenga espacio suficiente, condiciones climáticas 

no extremas y condiciones mínimas de dignidad para la guardia. 

 

(3) Las autoridades del Establecimiento penitenciario de Barrancabermeja, junto 

con la Dirección General del INPEC y el Ministerio de la Justicia y del Derecho, 

deberán adoptar las medidas adecuadas y necesarias para acondicionar hasta 

donde sea posible, el lugar en que se encuentran recluidas las mujeres, a las 

especiales necesidades que ellas demandan. La Dirección del Establecimiento 

penitenciario de Barrancabermeja deberá remitir un informe del estado en que se 

encuentran a la Defensoría del Pueblo, al juez de primera instancia y a esta Sala 

de Revisión, dentro de un (1) mes, contado a partir de la notificación de la presente 

sentencia. 
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Décimo tercero.- A partir de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación de la presente sentencia, deberán implementarse todas las medidas 

adecuadas y necesarias tendientes a garantizar a los reclusos del Complejo 

Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta (COCUC), la Cárcel la 

Tramacúa de Valledupar, el Establecimiento Carcelario La Modelo de Bogotá, 

el Establecimiento Penitenciario y Carcelario Bellavista, el Establecimiento 

Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán – San 

Isidro y el Establecimiento Penitenciario de Barrancabermeja unas condiciones 

de subsistencia dignas y humanas, de acuerdo con los términos de esta 

sentencia, las cuales deberán asegurar:  [i] que los horarios de alimentación y 

ducha se ajusten a los del común de la sociedad, y se ponga a disposición de los 

internos agua potable en la cantidad y frecuencia por ellos requerida; [ii] que 

los alimentos que se proporcionen estén en óptimas condiciones de 

conservación, preparación y nutrición;  [iii] que el sistema sanitario, las tuberías 

de desagüe, baños y duchas estén en condiciones adecuadas de calidad y 

cantidad para atender al número de personas recluidas en cada establecimiento; 

igualmente deberán entregar a los reclusos una dotación de implementos de aseo 

mensualmente; [iv] que el servicio médico esté disponible de manera continua 

y cuente con medicinas, equipos y personal idóneos para los requerimientos de 

la población carcelaria;  [v] que los servicios de aseo e higiene de las 

instalaciones se amplíen y fortalezcan en procura de evitar enfermedades, 

contagios e infecciones; [vi] que se entregue a cada persona, especialmente a 

quienes no tienen celda para su descanso, una dotación de colchón, cobija, 

sábana y almohada, que permita un mejor descanso en un espacio adecuado para 

ese propósito;  [vii] que se fomente la creación de espacios de trabajo y estudio, 

así como de actividades lúdicas y recreativas para las personas recluidas en 

estos establecimientos.   
 

El Gobierno Nacional, representado por el Ministerio de Justicia, el Instituto 

Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC y las Direcciones de los respectivos 

establecimientos penitenciarios y carcelarios responderán de manera solidaria 

por el cumplimiento de esta orden. Para tal efecto, estas entidades, dentro de 

quince (15) días contados a partir de la notificación de la presente sentencia, 

deberán remitir un informe a los jueces que resolvieron en primera instancia 

cada una de las acciones de tutela decididas en este proceso, con copia para esta 

Sala de Revisión, la Procuraduría General de la Nación y para Defensoría del 

Pueblo, en el que se referencie de manera detallada:  (i) las acciones previstas y 

puestas en marcha para garantizar los contenidos más básicos de los derechos 

fundamentales;  (ii) cómo se han venido implementando de forma concreta y 

específica; y  (iii) cuál ha sido el resultado en términos de goce efectivo del 

derecho, verificable y constatable.  

Décimo cuarto.- En el término de tres (3) meses, contado a partir de la 

notificación de la presente sentencia, los Ministerios de Salud y de Justicia, en 

coordinación con la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del 

Pueblo y las secretarías de salud de las entidades territoriales en las que se 
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encuentran ubicadas las seis (6) cárceles que fueron objeto de alguna de las 

acciones de tutela de la referencia, deberán efectuar una visita a cada uno de 

estos establecimientos para verificar las condiciones de prestación de los 

servicios de salud, tanto para las personas respecto de quienes se impartieron 

órdenes específicas de atención en esta providencia, como para la población 

recluida en cada uno de ellos. Igualmente deberán verificar si se están 

cumpliendo los mínimos y más básicos estándares de higiene y salubridad, de 

calidad en la alimentación y de condiciones climáticas. La Dirección de cada 

establecimiento carcelario deberá tomar las medidas necesarias para facilitar a 

los funcionarios el ingreso e inspección completa de todas las instalaciones, a 

fin de cumplir a cabalidad con la orden impartida en esta providencia. Vencido 

este plazo, las entidades mencionadas dispondrán de un (1) mes adicional para 

remitir un informe escrito al juez de primera instancia y a esta Sala de Revisión.  

 

Décimo quinto.- El Ministerio de Justicia y del Derecho, en coordinación con 

el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC y con la Dirección de 

cada una de las seis (6) cárceles que fueron objeto de alguna de las acciones de 

tutela de la referencia, deberán adoptar las medidas adecuadas y necesarias para 

implementar una brigada jurídica que permita a las autoridades judiciales 

correspondientes, de acuerdo con sus competencias, tomar las decisiones que 

correspondan, para conceder la mayor cantidad de solicitudes de libertad que, 

según el orden jurídico vigente, deban ser reconocidas. La implementación de 

esta orden deberá efectuarse en un término de tres (3) meses, contados a partir 

de la notificación de esta sentencia, y deberá asegurarse su continuidad mientras 

se mantengan las condiciones de hacinamiento en cada uno de los centros de 

reclusión. 

 

Décimo sexto.- El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Justicia y del 

Derecho, junto con el INPEC y la Dirección de cada una de las seis (6) cárceles 

que fueron objeto de alguna de las acciones de tutela decididas en esta sentencia, 

deberán tomar las medidas adecuadas y necesarias para asegurar que se pueda 

permitir el ingreso de nuevas personas, observando las reglas de equilibrio 

decreciente, tal como fueron indicadas en la parte motiva de la presente 

sentencia, a fin de asegurar la disminución del hacinamiento y la superación del 

estado inconstitucional de cosas actualmente existente.  

 

En cualquier caso, si dentro de tres (3) años contados a partir de la notificación 

de la presente sentencia, no se han adoptado las medidas adecuadas y necesarias 

para que los establecimientos penitenciarios y carcelarios La Modelo de Bogotá, 

Bellavista de Medellín, San Isidro de Popayán, de Barrancabermeja y de 

Cúcuta, dejen de ser estructuralmente, en su diseño y en su funcionamiento, 

contrarios a la dignidad humana y a los derechos fundamentales de las personas 

privadas de la libertad, estos deberán ser cerrados hasta tanto se aseguren 

condiciones de reclusión respetuosas de la dignidad y que aseguren el goce 

efectivo de aquellos derechos.  



14 

 
 

Décimo séptimo-. El Gobierno Nacional, a través del Presidente de la 

República y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, deberá adoptar las 

medidas adecuadas y necesarias para asegurar los recursos suficientes y 

oportunos, que permitan la sostenibilidad de todas las medidas a implementar 

para dar cumplimiento a lo ordenado en esta sentencia.  

 

Décimo octavo-. Las entidades encargadas del cumplimiento de las órdenes 

impartidas en esta sentencia deberá garantizar la existencia de espacios 

suficientes y adecuados de participación y deliberación democrática en el 

proceso. 

 

Décimo noveno.- Se ordena remitir copia completa de la presente sentencia y 

sus anexos, por medio de la Secretaría General, a cada uno de los accionantes 

de las diferentes acciones de tutela. Cuando sean más de dos (2) personas se 

remitirán sólo tres (3) copias de la sentencia y sus anexos. Igualmente, deberá 

enviarse copia de esta providencia: (i) al Grupo de Derecho de Interés Público 

de la Facultad de Derecho de la Universidad de Los Andes,  (ii) a los 

representantes de derechos humanos de la cárcel la Picota, y  (iii) a la Facultad 

de Derecho de la Universidad Santo Tomás, Sede Villavicencio; quienes habían 

solicitado a esta Sala de Revisión que se abriera un proceso de seguimiento y 

de cumplimiento a la Sentencia T-153 de 1998.   

 

Vigésimo.- Comunicar la presente decisión a la Sala de Decisión de Tutelas 

N° 2 de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, con ocasión 

de lo decidido por aquel despacho judicial en la sentencia de diecinueve (19) de 

noviembre de dos mil doce (2012), Tutela N° 63399. 

 

Vigésimo primero.- Desacumular los expedientes de la referencia para los 

efectos procesales correspondientes. 

 

Vigésimo segundo.- El juez de primera instancia, dentro de cada uno de los 

procesos, notificará la presente sentencia dentro del término de cinco (05) días 

después de haber recibido la comunicación, de conformidad con el artículo 36 

del Decreto 2591 de 1991. 

 

Vigésimo tercero.- Se reconoce la competencia de los jueces que decidieron en 

primera instancia cada una de las acciones de tutela objeto de revisión, para 

adelantar, de la mano con los auxiliares y colaboradores de la justicia, el 

cumplimiento de las órdenes impartidas.  No obstante, la Corte Constitucional, 

a través de la Sala Primera de Revisión o de la que se disponga para el efecto, 

se reserva la posibilidad de asumir el seguimiento al cumplimiento de alguna 

de estas órdenes.  

 

Vigésimo cuarto.- Por Secretaría General, líbrense las comunicaciones de que 
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trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Cópiese, notifíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte 

Constitucional y cúmplase. 

 

 


